Sentencia 132/2004, de 22 de julio, en relación con el Real Decreto 2308/1994, de 2 de diciembre, por el que se establece el régimen y destino del patrimonio y personal de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana y su Consejo Superior (publicada en el B.O.E. de 18.8.2004).

a)
Antecedentes

-
Promotor del conflicto: Illes Balears (nº 1572/1995).
-
Norma impugnada: Real Decreto 2308/1994, de 2 de diciembre, por el que se establece el régimen y destino del patrimonio y personal de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana y su Consejo Superior.
-
Extensión de la impugnación: Artículos 1 al 6, la disposición adicional segunda por conexión, la disposición adicional primera y la disposición transitoria única del Real Decreto.
-
Motivación del conflicto: Considera la Comunidad Autónoma que la norma tiene tal detalle que no puede ostentar naturaleza básica, además de vulnerar sus competencias ejecutivas en la materia.
b)
Comentario - resumen

1.
En cuanto al objeto de conflicto planteado, considera el Tribunal que “ha perdido parcialmente su objeto en cuanto a la solicitud de que se declare que las competencias de ejecución dirigidas a la liquidación patrimonial y las relativas a la situación definitiva del personal de las Cámaras corresponden a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears”, una vez aprobado el Real Decreto 495/1997, de 14 de abril, de traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de Cámaras de la Propiedad Urbana.
2.
Sin embargo, añade, “ha de entenderse que subsiste parcialmente el objeto de este proceso, en cuanto que la Comunidad Autónoma insta la declaración de nulidad del Real Decreto 2308/1994 alegando que ‘contiene reglas y preceptos que exceden del carácter básico que podría justificarlos’, incurriendo así en ‘un exceso reglamentista que casa mal con la naturaleza de lo básico’, con invasión, por tanto, de sus competencias de desarrollo legislativo.”

A este respecto, recuerda la sentencia que “ya en este punto, es de recordar que una reiterada doctrina de este Tribunal viene declarando que la impugnación de una norma ‘debe hacerse aportando un análisis y una argumentación consistente’, pues ‘no debe estimarse una pretensión que sólo descansa en la mera aseveración genérica, huérfana de toda argumentación, de una supuesta afectación de títulos competenciales’ y es que, en definitiva ‘nuestra jurisprudencia no admite que las controversias competenciales sean suscitadas desde un plano abstracto y generalizado, que prescinda de contrastar, de manera singularizada, los títulos competenciales invocados y el concreto contenido de cada uno de los preceptos sobre los cuales se proyecta la impugnación (SSTC 147/1991, F.J. 4; 141/1993, F.J. 5; 146/1996, F.J. 1)’ (STC 118/1998, de 4 de junio, F.J. 4)”, considerando por tanto, que, “la Comunidad Autónoma se limita a invocar genéricamente el exceso del Real Decreto 2308/1994 respecto de lo que necesariamente había de ser básico conforme al Real Decreto-ley 8/1994, sin señalar ni un solo concreto punto en que aquél pudiera desbordar lo habilitado por éste con el mencionado carácter básico, lo que conduce a la desestimación del conflicto en la medida en que subsiste.”

3. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:
“Declarar extinguido el conflicto positivo de competencia promovido por el Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en cuanto a la competencia prevista en la disposición adicional segunda del Real Decreto 2308/1994, de 2 de diciembre, por pérdida de objeto, desestimándolo en todo lo demás.”

